LAS RELACIONES INTERNACIONALES VISTAS DESDE PERÚ

DEMOCRACIA, SEGURIDAD Y DEFENSA EN AMÉRICA LATINA
Desde la década de los noventa el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo, UNDP, comenzó a utilizar una nueva denominación para la seguridad: Seguridad Humana. El apellido resultó alentador para las naciones de América Latina que habían convivido amargamente con la llamada Doctrina de Seguridad Nacional. Planteamiento ideológico y estrategia política del Gobierno de los Estados Unidos para frenar los movimientos revolucionarios de la región. 

La doctrina se impartía en la Escuela para las Américas que funcionaba en las bases estadounidenses de Panamá. De allí salieron la mayoría de los
oficiales que implantarían dictaduras militares, a partir de los 70, abocadas de la eliminación de partidos, movimientos y organizaciones que buscaban un cambio de la realidad. 

Este nuevo paradigma plantea un cambio radical al transformar al ser humano en el objeto principal de la seguridad. Ya no será el Estado el destinatario sino seres con nombre y apellido. La Seguridad Humana reivindica, al mismo tiempo, la necesidad de salir del estrecho círculo de la seguridad entendida como una defensa en contra de amenazas del terrorismo y el crimen organizado. Siendo una materia fundamental la seguridad debería cubrir aspectos como las necesidades básicas que son las que, finalmente, garantizan seguridad y una vida digna.
No obstante, en la teoría clásica de la seguridad, imperante hasta la Guerra Fría, concibe a los Estados como organismos en disputa por su consolidación política y geográfica, en una transposición de los planteamientos de Darwin acerca de la lucha entre las especies y la supervivencia del más apto. Consiguientemente, las nociones de frontera y unidad, si no expansión, territorial le resultan fundamentales, constantemente simbolizadas frente a la hipótesis de que los demás Estados albergan fines hegemónicos. Obviamente, los principios anteriores exigen privilegiar el poder militar, el cual, fuera de asegurar el control institucional sobre los límites jurisdiccionales, pasa a convertirse en la piedra de toque del equilibrio geopolítico internacional.

>>> Seguir Leyendo... >>> 
Por otro lado hoy en día existen situaciones que escapan a esta teoría convencional de la seguridad en los tiempos actuales, y que tiene que ver con las políticas públicas internas así como nuevos componentes de la escena global, llámese un agente privado ubicuo, como el narcotráfico, o dinámicas planetarias del tipo de los flujos migratorios y el calentamiento de la Tierra. Todos estos aspectos son recogidos por la nueva teoría “alternativa” bajo el criterio general de que la seguridad tiene por objetivo principal garantizar la calidad de vida dentro del Estado. La búsqueda de un bienestar socioeconómico básico para sus miembros se transforma entonces en un fin indispensable. Con ello, se entra al concepto de “seguridad humana”, medular en la nueva teoría, para el cual la gran amenaza enfrentada por el Estado no está dada por el eventual ataque de un ejército extranjero sino asentada en “el fracaso de integrar diversos grupos sociales al proceso político”. Asimismo, en base a una estadística 50 de los 54 conflictos registrados en 1998-99 en el mundo correspondieron a guerras civiles relacionadas con la exclusión, la pobreza e incluso la violación de los derechos ambientales. Aun si buena parte de ellas tuvieron como causas explícitas los odios interétnicos.

Dentro de la nueva doctrina de seguridad el estado de derecho tiene el valor de una estipulación de base. Las democracias procesan mejor que cualquier otro modelo las exigencias de la seguridad interna y la seguridad externa, pues en ambos terrenos se muestran proclives a resolver los conflictos de acuerdo a normas e instancias consensualmente establecidas, que pueden ser, en un caso, la legislación doméstica y, en el otro, los organismos supranacionales. De esto se desprende que, a diferencia de la teoría convencional, la teoría moderna de la seguridad se ve a sí misma como un campo bajo el control del poder civil. 

Ante esto, podemos decir que la Gobernabilidad Democrática y Seguridad Regional, constituye un tema en la América Latina, el cual ha adquirido mucha importancia para salvaguardar la seguridad de las naciones, que vista desde el enfoque hemisférico, regional y nacional para cada país, en cada ámbito puede conceptuarse de la siguiente manera:

· Consiste en mantener bajo el control de la legalidad vigente las diferentes divergencias, percepciones y/o conflictos que se suscitan entre los actores que conforman una determinada sociedad, en la cual se privilegia el diálogo para la solución de los mismos, donde el respeto al Estado de Derecho, la Defensa de los Derechos Humanos y las Libertades Fundamentales, el Progreso Económico, el Bienestar y la Justicia Social, la Rendición de Cuentas en los Asuntos Públicos, la Promoción de Diversas Formas de Participación Ciudadana y la Generación de Oportunidades para todos, son fundamentales para promover la democracia; en este sentido, cobra mucha importancia el impulso de la cultura democrática y desarrollo basado en el pluralismo y la aceptación de la diversidad social y cultural.
· Bajo la concepción anterior, diversas organizaciones e instituciones internacionales como la ONU, la OEA, Banco Mundial, Fondo Monetario Internacional, Banco Interamericano de Desarrollo, así como el Mercado Común Centroamericano, el NAFTA, MERCOSUR y la COMUNIDAD ANDINA DE NACIONES, vienen trabajando dicho tema como una amenaza que afecta a la seguridad hemisférica, regional y por ende a las naciones, mediante el enfoque de que la gobernabilidad democrática, se ve afectada por la ineficiencia e ineficacia de los Estados en la administración de sus recursos económicos, naturales y en la distribución de las riquezas, llegando al extremo de clasificar a estos Estados de “fallidos”, situación que genera conflicto entre los diversos actores de la sociedad para obtener los mayores beneficios y el Poder, afectándose de esta manera la estabilidad democrática, produciendo ingobernabilidad, que de acuerdo a su grado, nivel o intensidad, podría afectar la seguridad del Estado.
Desde el final de la Guerra Fría se están llevando a cabo procesos de construcción de la paz en alrededor de cincuenta países. Éstos incluyen proveer seguridad a los ciudadanos, reformar el sistema político-institucional y promover medidas sociales y económicas esenciales para el desarrollo. Esas grandes tareas abarcan cuestiones complejas como el desarme, la desmovilización y la reintegración de combatientes, la reforma del sistema judicial, la promoción de procesos de participación democrática, la reconstrucción de infraestructuras, las garantías de acceso a la educación y a la salud de la población y la consolidación de las bases de una economía sostenible. Aunque no hay acuerdo entre los actores internacionales sobre su definición, la construcción de la paz (CP) es un proceso que implica medidas de corto, medio y largo plazo que sienten las bases para una transición pacífica hacia la reconstrucción o la construcción del Estado y que, por lo tanto, se diferencia tanto de las operaciones de paz como de las medidas institucionales para fortalecer el Estado.

Por otro lado, el fin de la Guerra Fría supuso una disminución de los conflictos armados entre Estados en el sistema internacional. Al mismo tiempo, durante los años noventa se incrementaron las guerras civiles, al igual que los esfuerzos internacionales para llegar a acuerdos de paz. Como consecuencia, actualmente hay situaciones y procesos de postconflicto en más de cincuenta países. Esto supone un inmenso esfuerzo para la comunidad internacional, que incluye instrumentos civiles (como la ayuda oficial y no oficial al desarrollo) y militares. La crisis financiera mundial añade aún más complejidad a esta tarea por la prevista reducción de las aportaciones monetarias de los donantes. Los Estados en situación de postconflicto son frágiles institucionalmente y la paz puede romperse con facilidad. La Organización de las Naciones Unidas (ONU) estima que “aproximadamente la mitad de los países que salen de una guerra vuelven a caer en la violencia en un plazo de menos de cinco años”. Las causas que subyacen o han dado lugar al conflicto armado no se resuelven sino que quedan temporalmente congeladas o se transforman para reaparecer bajo otras formas violentas.

Por otro lado, también existen Estados en situación de crisis y violencia permanente, no necesariamente en guerra, donde no hay instituciones viables que satisfagan las necesidades de la población o, cuando las hay, no cumplen este papel. Este es el caso de Haití, Guinea Bissau, Santo Tomé y Príncipe, Liberia y Sierra Leona, entre otros. Las crisis se deben a procesos de desagregación de las estructuras de poder del Estado postcolonial, a procesos de desestructuración de la sociedad, o a una combinación de ambos factores. La fragilidad de las estructuras estatales impide la resolución pacífica de los conflictos y favorece los enfrentamientos violentos que pueden llegar hasta la guerra abierta. Debido a las situaciones de fragilidad institucional que afectan a entre treinta y cincuenta países, según diversas fuentes, la construcción de la paz es una práctica en constante desarrollo que ha ganado un fuerte espacio en las políticas hacia este tipo de países. La construcción de la paz puede ayudar a prevenir que un conflicto estalle, preparar y apoyar los procesos de promoción de la paz en países en guerra declarada y, de igual modo, contribuir a construir sociedades en situaciones de postconflicto con el objetivo de evitar una recaída en la violencia. Desde los años noventa, la CP se ha convertido en un amplio campo que incluye diversos aspectos particulares: entre otros, crear o fortalecer el Estado de derecho y la seguridad, promover la institucionalización, dar los primeros pasos para contar con una economía viable y proveer los servicios esenciales a la población. Existe, sin embargo, una superposición de conceptos que dificultan los debates teóricos y operativos sobre las posibles acciones y políticas en situaciones de postconflicto desarrolladas por actores internacionales y/o nacionales Paralelamente a la CP, se ha producido la evolución del concepto de seguridad humana que parte de dos orígenes.
Por un lado, de los estudios promocionados desde los años noventa por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) sobre desarrollo humano y las variables económicas, sociales, demográficas, medioambientales y políticas que lo fortalecen o debilitan. Por otro, de las perspectivas críticas al concepto tradicional de seguridad basado en el papel del Estado y sus fuerzas armadas que sirven para la disuasión y protección de la soberanía y los intereses nacionales. Como paradigma alternativo, la seguridad humana centra la atención en los intereses de las personas, que deben ser protegidos por los Estados, como base central para mejorar la seguridad mundial. La idea de seguridad humana tiene, por lo tanto, componentes del enfoque teórico liberal y cosmopolita. La seguridad humana prioriza la protección de las personas en ámbitos como el acceso a la salud, la educación y la vivienda digna, así como las garantías y la protección de los derechos, la igualdad de género y la participación democrática en la vida política. En su acepción amplia, plantea que los ciudadanos estén libres de necesidades (como el hambre) y en su sentido restringido que se sientan libres del miedo (a la guerra, por ejemplo).

El  Estabilizar una situación para que no haya guerra o conflicto social violento no significa necesariamente que existan bases estructurales para la paz. Las bases de una convivencia pacífica están garantizadas por Estados democráticos e incluyentes. Al mismo tiempo, que haya Estado no significa la ausencia de violencia. Construir un Estado funcional que controle el uso de la violencia legítima en su territorio, garantice unos servicios públicos básicos y articule las demandas de todos los actores de una sociedad sin excluir a ninguna persona o grupo social son factores fundamentales tanto para la resolución duradera de conflictos existentes, como para evitar futuros enfrentamientos violentos. En este sentido, la construcción del Estado sería una medida de construcción de la paz a largo plazo. Por otro lado, sin un sistema económico productivo viable no es posible contar con un Estado funcional. La construcción de la paz plantea sentar las bases de una economía operativa. Sin embargo, muchos Estados en situación de postconflicto o con un alto nivel de fragilidad tienen sus sistemas económicos afectados por la desestructuración, las producciones y comercios ilícitos, y la falta de mecanismos de transferencia de recursos entre el sector privado y el público articulados en un sistema impositivo. Estos países, especialmente aquellos en alta situación de fragilidad, viven en muchos casos de la ayuda internacional, que se integra como parte de su sistema económico, ayudando, pero también alterando o retrasando, la posibilidad de desarrollo local.

Para analizar la construcción de la paz, podemos optar por tres campos de actuación:

1. Democracia: la experiencia de los años noventa en países como Angola o Ruanda parece negar el principio de la paz democrática. El intento de liberalización de los sistemas políticos con la introducción de elecciones multipartidistas no siempre dio los resultados esperados. Se deberían considerar modelos políticos intermedios con autoridades verticales, fuertes e inclusivas, como solución de transición de la guerra a la democracia. Un acuerdo entre las élites para la distribución del poder puede ser más útil, en una primera fase, que una democracia débil en la que pueden resurgir viejas rivalidades de forma violenta. En este caso, la forma en la que se introduce la democracia continúa siendo una cuestión no resuelta. La comunidad internacional acude a soluciones improvisadas en función del contexto.
2. Economía: los conflictos civiles actuales tienen una economía política de la guerra en la que diversos actores predatorios, incluidos algunos gobiernos, encuentran en la violencia una forma estructural de vida que dificulta la resolución de los conflictos. Es una prioridad desmantelar esta agenda de lucro mediante incentivos a la paz y la construcción de instituciones económicas estatales, que regulen el comercio por canales no violentos y no corruptos de, por ejemplo, los recursos naturales. Una estructura económica estatal funcional y legítima es un elemento clave que garantiza el desarrollo sostenible y pacífico de una sociedad.
3. Instituciones: los países que emergen de conflictos internos son débiles y sus gobiernos y élites, en muchos casos, depredadores y corruptos. Todos o parte de los actores violentos, en muchas ocasiones enfrentados entre sí, continúan teniendo un peso muy fuerte. La comunidad internacional interviene y controla el proceso para garantizar la creación de instituciones eficaces y legítimas. La justicia transicional en sus distintas vertientes, por ejemplo, se utiliza para depurar responsabilidades por las atrocidades cometidas y ofrecer reparaciones a las víctimas, al mismo tiempo que trata de integrar a los actores violentos en una estructura de Estado de derecho. Sin embargo, se considera esencial la apropiación nacional del procesocomo clave de la construcción de un Estado legítimo que resuelva las causas subyacentes de la violencia y donde todos se sientan representados. La Declaración de París sobre la Eficacia de la Ayuda al Desarrollo reconoce esta tensión entre intervención internacional y apropiación nacional y, a partir de ahí, establece la necesidad de alinear la ayuda con las prioridades de los gobiernos en el área del desarrollo. Pero los donantes son reacios a otorgar “cheques en blanco” para que este tipo de Estados gestione unilateralmente los fondos económicos.

La seguridad humana forma parte de una nueva forma de entender las relaciones internacionales. Tradicionalmente, el Estado ha sido el actor central en los estudios y políticas internacionales. La seguridad humana sitúa al individuo como referente principal. La concepción realista de la seguridad perdería peso frente a una concepción cosmopolita basada en las necesidades de las personas. Dimensiones no militares, como la estabilidad política, social y económica, amplían y complementan la noción de seguridad según esta nueva visión del mundo. La seguridad humana como nuevo paradigma supone una reinterpretación del concepto de soberanía estatal sobre el que se basa la interpretación convencional del sistema internacional actual. La soberanía dejaría así de ser un derecho del Estado para convertirse en una responsabilidad, condicionada a que los Estados y sus gobiernos garanticen las necesidades básicas de sus ciudadanos.

La seguridad humana, por tanto, apuesta por la convergencia de las agendas de seguridad, desarrollo y derechos humanos con el objetivo de lograr una mayor coherencia y eficacia de la respuesta por parte del sistema de cooperación internacional. La aplicación operativa de la seguridad humana depende principalmente del enfoque, amplio o restringido, que se adopte en la definición del concepto, sobre el que no existe consenso. La clave está en definir qué se entiende por “necesidades de las personas”. En este sentido, existen dos visiones distintas:
· Enfoque amplio (libertad frente al temor y la necesidad). Este enfoque se basa en el Informe sobre Desarrollo Humano que, desde 1994, publica el PNUD. En 2003, la Comisión de Seguridad Humana emitió su informe, liderado por el Premio Nobel Amartya Sen y la ex Alta Comisionada de la ONU para los Refugiados, Sadajo Ogata. Este informe considera que la agenda de la seguridad debe ser ampliada e incluir el hambre, las enfermedades y los desastres naturales como amenazas, ya que matan a muchas más personas que las guerras, el genocidio y el terrorismo en su conjunto. El documento identifica siete dimensiones de la seguridad: económica, alimentaria, sanitaria, medioambiental, física, comunitaria y política. Integra las definiciones de desarrollo humano y seguridad humana. 

· Enfoque restringido (libertad frente al temor). La perspectiva restringida centra su atención en las amenazas violentas a los individuos, como por ejemplo, las minas antipersona, las armas ligeras y la violencia derivada de los conflictos civiles, aunque reconoce que estas amenazas están estrechamente relacionadas con la pobreza, la incapacidad estatal y las distintas formas de desigualdad política y socioeconómica. Distingue la noción de seguridad humana de la de desarrollo humano al centrarse principalmente en las amenazas a la integridad física de las personas como núcleo vital de la seguridad. Un ejemplo de esta perspectiva es el Human Security Reportque se publica en Canadá. Los defensores del enfoque amplio mantienen que se debe asumir una relación entre las dimensiones de seguridad, desarrollo y derechos humanos para que exista estabilidad en los Estados y asegurar la coexistencia pacífica entre ellos. Asimismo, proponen que se adecue su tratamiento a cada situación concreta, en función del análisis que se realice sobre las distintas dimensiones que lo componen. Reconocen, sin embargo, que es preciso un esfuerzo coordinado a todos los niveles (internacional, regional y nacional, así como a nivel estatal y de la sociedad civil) para lograr una convergencia e integración de agendas, sin la cual la seguridad humana no sería operativa. Por otro lado, ante la dificultad y la falta de consenso y voluntad política para llegar a una definición concreta de la seguridad humana e integrarla en las agendas internacionales, el enfoque restringido representa un acuerdo de mínimos con el fin de lograr la protección de las personas y poblaciones y evitar así genocidios como el de Ruanda.
El concepto de seguridad humana es visto desde algunos sectores como muy amplio y vago, poco preciso para exigir responsabilidades cuando la inseguridad la crean actores no estatales. Además, otros críticos consideran que desdibuja la frontera entre las fuerzas armadas, como garantes tradicionales de la seguridad, y los actores de la sociedad civil. Igualmente se critica que, pese a que el paradigma o teoría de la seguridad humana distingue al individuo del Estado, en realidad, todos los derechos, libertades y bienes que se reivindican para la protección amplia de ese individuo los debe proveer el Estado, ya que es el único actor capaz de garantizarlos a través del Estado de derecho. Además, el sistema internacional actúa a través de la acción política de los Estados y sus acuerdos y regímenes entre sí. También en el terreno del debate sobre el Estado, se manifestó la precaución ante un concepto que, en definitiva, le convoca para proteger a los ciudadanos, pero no ofrece soluciones a las víctimas de las acciones de actores no estatales, como los “señores de la guerra”, las mafias internacionales de comercios ilícitos y los grupos armados y terroristas. Por otro lado, surgieron dudas sobre la operatividad del concepto sobre el terreno, especialmente desde la perspectiva humanitaria y, más en particular, ante crisis como la de Darfur.
El concepto de seguridad humana no tiene todavía carácter universal. Es un principio internacionalmente reconocido, pero no se trata de una norma vinculante. De hecho, algunos países lo consideran como un concepto interesante, pero se resisten a incluirlo en sus políticas exteriores, al igual que el principio de Responsabilidad de Proteger, promovido por las Naciones Unidas (para atender a víctimas de genocidio o violaciones masivas de derechos humanos), ante el temor de que se genere una jurisprudencia internacional que les obligue a intervenir en conflictos o situaciones que no sean de su interés nacional. En este sentido, algunos gobiernos y expertos realizan un cuestionamiento político de fondo sobre los conceptos y enfoques. La seguridad humana podría también ser interpretada como una elaboración de Occidente para justificar posibles intervenciones humanitarias, que cumpliría tres funciones. En primer lugar, sería un instrumento de gobernanza global, en particular para controlar y mantener los conflictos en la periferia del sistema. También serviría para implantar el modelo de globalización económica neoliberal y, por último, cumpliría la función de reconstruir y apoyar Estados aliados que secunden las políticas del Norte (por ejemplo, se citó el caso de la reconstrucción de Irak como aliado de EE.UU. en la “guerra contra el terror”).

En conceptos como la construcción de la paz y la seguridad humana convergen dos mundos tradicionalmente separados, la seguridad y el desarrollo. Durante la Guerra Fría, la seguridad estuvo asociada a la fuerza militar, la disuasión y a los aparatos de castigo. Por otro lado, el desarrollo era interpretado en clave económica como un proceso lineal, al final del cual todos los países acabarían igualmente desarrollados. La ayuda oficial al desarrollo se utilizaba como un aporte de los más avanzados a los atrasados, y en función de los intereses de la política de bloques. El informe del Secretario General de las Naciones Unidas Un concepto más amplio de la libertad: Desarrollo, seguridad y derechos humanos para todos (marzo de 2005) representa la primera vez que estas áreas quedan oficialmente vinculadas en el orden de prioridades del mantenimiento de la paz mundial. “La humanidad no podrá tener seguridad sin desarrollo, no podrá tener desarrollo sin seguridad y no podrá tener ninguna de las dos cosas si no se respetan los derechos humanos”.
El Informe recoge un consenso general sobre que la seguridad de los Estados no se reduce a los medios militares y, sobre todo, pasa por el bienestar de sus ciudadanos. La seguridad puede y debe construirse por otros medios. La promoción del desarrollo político, económico y social es decisiva para lograr el objetivo final de la seguridad y para evitar que la violencia sea la forma de solucionar los conflictos. De esta manera, desarrollo y seguridad, y sus actores, quedan estrechamente ligados: la seguridad es precondición para el desarrollo y, al mismo tiempo, el desarrollo trabaja para la seguridad. La construcción de la paz vista de este modo es una tarea permanente de todas las sociedades que tiene su máximo significado en el presente. Si se aborda durante o después de un conflicto violento representa un fracaso que debe ser analizado para que no vuelva repetirse. En este sentido, el componente local de la construcción de la paz es crucial y en él se basa todo proceso exitoso. El esfuerzo, tanto en seguridad como en desarrollo, debe ser, en términos estructurales, simultáneo y constante.
El Estado, una vez reconocida la importancia del individuo, es el depositario legítimo de la seguridad. En un Estado que proteja a sus ciudadanos en los niveles físico, económico, político y social convergen los tres conceptos analizados: la construcción de la paz, la construcción del Estado y la seguridad humana. Sin embargo, las tareas de desarrollo que conducen a la seguridad y el bienestar de la población son especialmente complejos en situaciones de fragilidad estatal. Entre otras tareas, es importante promover el Estado de derecho, generar un sistema de impuestos, promover las bases de una economía productiva que provea empleo a los ciudadanos del país afectado y llevar a cabo planes estratégicos que vinculen el desarrollo agrícola con el sector industrial y de servicios, y que integren al país de forma justa en el sistema económico y comercial internacional. Por otro lado, los proyectos de construcción de la paz en los Estados frágiles no pueden desvincularse del contexto económico y financiero internacional, las limitaciones para las exportaciones de los países del Sur y los tráficos ilícitos, que los integran en el crimen internacional organizado o los hacen dependientes indefinidamente de la ayuda internacional.

Los fracasos en la gobernanza y la persistencia de las guerras internas, las redes del crimen organizado y la represión doméstica en los países de renta baja se han convertido en preocupaciones centrales de la estrategia de seguridad internacional desde los ataques terroristas del 11-S, instando al establecimiento de un concepto amplio de Estados frágiles. Los estudios sobre la fragilidad o debilidad del Estado, no obstante, han ilustrado los varios y diferentes caminos que condujeron a esta condición, así como la diversidad de sus manifestaciones. Como consecuencia, existen preocupaciones apremiantes sobre que una falta de sensibilidad a las características individuales de cada Estado resulta en la producción de índices de fragilidad y anteproyectos de gobernanza que son ajenos al contexto nacional, la cultura y la historia. A este respecto, vale la pena considerar un subconjunto de Estados frágiles que esta empezando a asimilar su propia identidad política, debido en gran parte a los graves problemas que plantea a la comunidad internacional, así como a sus perniciosos efectos sobre las poblaciones locales. El término “estado paralelo” está ahora siendo utilizado con mayor frecuencia para describir la existencia de un nexo clandestino entre el liderazgo político formal, las facciones al interior del aparato del Estado, el crimen organizado y/o los expertos en violencia. En términos amplios, la naturaleza de un acuerdo “paralelo” es el de distorsionar la aplicación de una política gubernamental oficial a través de la protección y promoción de los intereses de algunas facciones que disfrutan de profundos y duraderos vínculos con el Estado, así como a outsidersque se especializan en crimen y violencia.
El efecto principal de este acuerdo es el de perpetuar la incapacidad del Estado de proveer bienes públicos básicos tales como la seguridad, el Estado de derecho, el bienestar social, y el crecimiento económico a través de la desviación o coacción de políticas de gobierno al servicio de estos poderes de facto, aun cuando se mantiene la apariencia de un sistema estatal legítimo y en funcionamiento. Así, para los gobiernos extranjeros, el principal dilema en sus negociaciones con los Estados paralelos consiste en mantener programas de ayuda externa y relaciones diplomáticas con gobiernos que están involucrados con redes de poder depredadoras y que no eligieron. En casos en los que estos países tienen real significación geoestratégica o económica, el dilema para los gobiernos extranjeros, y la Unión Europea en particular, radica en alcanzar una cooperación estratégica del gobierno sin promover la influencia de las redes de poder clandestino que a menudo controlan los resortes del poder militar, político y económico. Esta caracterización provisional del “estado paralelo” sirve para agrupar algunos de los ejemplos contemporáneos destacados de este tipo de Estados frágiles: Pakistán, cuya recientemente asesinada antigua primera ministra, Benazir Bhutto, denunciaba con frecuencia

la existencia de un “Estado dentro del Estado” centrada en la inteligencia militar pakistaní, el ISI; y Guatemala, donde la Comisión Internacional contra la Impunidad en Guatemala de las Naciones Unidas (CICIG) pretende desenterrar “las fuerzas ilegales de seguridad y las organizaciones clandestinas de seguridad”. En ambos casos, el origen de los niveles extremos de violencia política y criminal de estos países es oscuros, y hasta aquellos aparentemente involucrados en estas redes criminales y violentas parecen disfrutar de impunidad judicial y algún grado de protección política.
Además de las instancias históricas en Perú, El Salvador y Serbia, las estructuras estatales paralelas también parecen haber sido incubadas por traficantes de droga en Guinea Bissau, mientras que una élite política criminalizada en Kosovo y los asesinatos políticos “no oficiales” en Rusia demuestran ciertos aspectos de la amplia definición realizada más arriba. Tal variedad de casos, y la proximidad conceptual del “estado paralelo” a otras mutaciones de estatalidad convencional y el Estado de derecho como, por ejemplo, el Estado “contra-subversivo” de los setenta en América Latina, la corrupción basada en el clan de la Indonesia de Suharto, los regímenes de los señores de la guerra de África Occidental y Afganistán, podrían sugerir que no hay nada único en el “estado paralelo”. En efecto, inicialmente podría parecer dudoso que pudiera haber alguna singularidad política en los poderes clandestinos o escondidos, más allá de que están posicionados en un campo de violencia social, que se extiende desde el apoyo explícito al uso de la fuerza

por parte del Estado (como sería el caso, por ejemplo, de la movilización de los militares en tiempos de guerra) hasta el uso de la violencia no estatal puramente criminal (como en la delincuencia común o en la guerra de pandillas). En palabras de Charles Tilly, “en el marco de la mayoría de los gobiernos de la historia, múltiples actores han ejercido algún tipo de control

sobre medios violentos con grados variables de autorización por parte de los gobiernos, y sus relaciones con los gobiernos han cambiado rápidamente”. Este documento intentará mostrar que el “estado paralelo” contemporáneo posee, en efecto, un número específico de características, y que existe una sustancia conceptual, histórica y operativa genuina en esta categoría.
Se podrá argumentar que las vinculaciones del “estado paralelo” con la vida pública y la democracia política se puede distinguir por el tipo de redes observadas en otras formas de Estado criminalizado, que sus diversas manifestaciones han sido delineadas por condiciones iníciales e incentivos sorprendentemente similares, que posee una composición público-privada particular y una dinámica transaccional, y que se expresa a sí misma con particular estilo (incluyendo aquel del mensaje violento codificado). Sin negar la dificultad de convertir al “estado paralelo” en una categoría distinta de otras variantes de estatalidad frágil, y mientras que aceptamos que la evidencia existente respecto de los mecanismos de un “estado paralelo” es en muchos casos circunstancial y tendenciosa, el argumento concluye que las dinámicas de los “poderes ocultos” deberían advertir a la comunidad internacional contra soluciones simplistas que tratan a los Estados frágiles como entidades que requieren de la construcción de instituciones o que pueden ser fortalecidos con la formación rápida de fuerzas de seguridad domésticas.

Dentro de este marco podemos afirmar que en, América Latina es una región que presenta un panorama diverso y contradictorio. Por una parte, ha crecido sostenidamente en los últimos años pero, por la otra, es un continente altamente desigual en que el descontento social es creciente y consecuentemente la estabilidad política ha sido muchas veces alterada por protestas sociales. Estas han sobrepasado, en algunas oportunidades, los cauces institucionales existentes evidenciando las insuficiencias de las instituciones democráticas representativas. Desde los años noventa hasta la fecha, agresivas movilizaciones sociales generadas en medio de agudas crisis económicas y políticas han dado por tierra con catorce gobernantes democráticamente elegidos. Aun cuando este masivo inconformismo tiene raíces profundas y de diversa naturaleza de acuerdo a los gobiernos de que se trate y las crisis que estos enfrentan, a diferencia del pasado, estos países no han sufrido una nueva ola de gobiernos militares.

Estas protestas sociales han surgido como consecuencia de dos factores. Por una parte, la persistencia de una aguda inestabilidad política a menudo expresada en fuertes variaciones electorales. Por otra, la irrupción de intensos conflictos inter e intra elites gobernantes que rompen los alineamientos partidarios existentes. Ambos factores se han reforzado mutuamente cuestionando la capacidad de gobernabilidad de las elites en el poder; creándose así el espacio propicio para el surgimiento y movilización de un conjunto de actores sociales contestatarios. Estas tensiones y desencuentros entre instituciones de representación política débiles y una sociedad civil activa en el espacio público, desestabilizadora del orden democrático y no conducente a la gestación de un nuevo orden político, expresan de manera dramática la coyuntura que actualmente enfrentan algunos países latinoamericanos. Siendo este un síndrome habitual en la región no es extraño que la política latinoamericana siga sometida en los años venideros a los vaivenes de una acción colectiva no institucionalizada. Los efectos que en la actualidad está provocando la crisis financiera mundial en la región seguramente se expresarán en fuertes conflictos sociales con importantes consecuencias sobre la estabilidad política de estas naciones.

Para analizar las situaciones críticas que enfrentan los países de la región, se observan aquí aquellos en los cuales la crisis ha dado forma a nuevas realidades políticas, así como en los que ésta, hasta el momento, no ha adquirido la misma profundidad. Igualmente, se establecen las razones por las cuales las fuerzas armadas han adoptado nuevas formas de acomodación institucional y política frente a estas crisis, mostrando los aspectos tanto positivos como negativos de tales arreglos.

La relación histórica entre crisis política- social y golpes militares se ha visto modificada por la desvinculación que se produjo durante el siglo pasado entre FF.AA. y el proceso de constitución y modernización del Estado. Este cambio ha sido, a su vez, posible por la inserción de estos países en la globalización, la nueva relación de las FF.AA. con sus respectivas sociedades y el creciente papel de los organismos multilaterales y la sociedad civil internacional en defensa de la democracia. De esta forma, las crisis y sus impactos en el Estado se resolverán entre las fuerzas políticas y sociales en pugna, sea por la vía de la confrontación o el pacto social. La profunda crisis del sistema financiero internacional que estalló en 2008 pareciera haber cerrado un ciclo de políticas neo-liberales que recorrieron el mundo durante tres décadas. Estas políticas están mostrando sus facetas más negativas en los países desarrollados, pero en América Latina sus efectos negativos ya se han visto intensamente. A fines de los años ochenta y comienzo de los noventa, en la mayoría de los países latinoamericanos se iniciaron programas de ajuste estructural orientados a ampliar el espacio de las actividades privadas, abriendo las fronteras al comercio internacional, reduciendo las actividades productivas del Estado y limitando sus capacidades reguladoras.
Una apretada síntesis de estas experiencias y sus consecuencias en América Latina indica que “en los años 90 América Latina abogó por el Consenso de Washington La aplicación de tales medidas varió de un país a otro, pero en términos generales, la índole y la intensidad de las reformas en América Latina en lo años 90 superaron todo lo conocido hasta entonces. Pero los resultados fueron desalentadores en términos de crecimiento económico, reducción de la pobreza, redistribución del ingreso y condiciones sociales.” Así, uno de los resultados más importantes, más o menos generalizado de este conjunto de reformas fue la implantación de un nuevo modelo de crecimiento hacia afuera, que ha tenido éxitos relativos aumentando el espacio al sector privado y el flujo de exportaciones, junto a un fracaso distributivo y un limitado rol del Estado en la gestión, regulación y control de la actividad económica.
Este ajuste estructural tuvo consecuencias más profundas ya que se rompieron los acuerdos pre-existentes ni equitativos ni justos para distribuir la renta nacional y el Estado perdió su capacidad para, a través de políticas sociales, generar y mantener identidades nacionales e integrar socialmente a sociedades que mostraban múltiples fragmentaciones. En estas condiciones, el sistema de fisuras estructurales pre-existentes a nivel socio-económico, político, cultural y territorial, adquirió mayor magnitud y eclosionó generando un nuevo ciclo de crisis e inestabilidad política.
Esta situación ha sido muy compleja en la región sudamericana. Al mismo tiempo que hubo que construir instituciones democráticas representativas, estos países tuvieron que reformar sus estructuras institucionales mientras que los gobiernos centrales perdían sus prerrogativas tradicionales. En medio de un profundo proceso de reestructuración económica, el mercado sustituyó al Estado movilizador arrebatándole aquellas funciones que le permitían transformar la sociedad, quebrar sus formas tradicionales de organización social y los poderes locales6. De esta forma, las instituciones políticas y sociales fueron incapaces de asimilar y proteger los nuevos derechos de una ciudadanía en expansión. Esto se vio agravado por la persistencia de las vulnerabilidades de determinados sectores sociales que vieron aumentar sus crecientes niveles de marginación y, en medio de una crisis de representación, no pudieron protegerse de la constitución de nuevos centros de poder cuya influencia quedó al margen de los mecanismos institucionales de regulación política y social. Así, la globalización, el nuevo y expansivo papel del mercado y de los agentes privados, y la redefinición y reducción del papel regulador y movilizador del Estado debilitaron a los gobiernos centrales como actores significativos en la integración nacional.

La crisis que enfrentan tanto los países andinos, así como la situación en Argentina, Brasil y Chile tiene efectos diferentes sobre las fuerzas armadas dado el contexto en el cual ésta se produce. Así, se podrían establecer tres tipos de efectos centrales de la crisis sobre el estado de las instituciones armadas y su propensión a la intervención política.
a) Estabilidad e instituciones profesionalizadas. Este sería el caso de Argentina, Brasil y Chile. Aun cuando en el caso de Argentina la crisis será más severa que en los otros dos casos, las FFAA están en una situación de necesidad de desarrollo profesional aunque no tienen como escenario posible una vuelta al espacio político. Las tensiones observadas en este país serán resueltas políticamente quizás con un aumento del autoritarismo desde el Ejecutivo pero sin recurrir al uso de los militares para estabilizar la situación. En los casos de Brasil y Chile la crisis no alcanzará los niveles álgidos como para golpear la puerta de los cuarteles y la profesionalización brasilera requerida por su proyección internacional será replicada en Chile por el nuevo estado de modernización y apoliciticismo en que se encuentran sus instituciones castrenses.
b) Unidad nacional y fuerzas armadas. En los casos de Bolivia y Ecuador, la crisis que asola estos dos países tiene relación con las grandes tensiones centrífugas que caracterizan su conflicto político, especialmente en términos regionales y territoriales. En el caso de Bolivia las FF.AA. han apoyado sin dudas al gobierno del Presidente Morales y ven con alarma las tendencias autonomistas de la “media luna” opositora. La afirmación de la unidad nacional por parte de las instituciones armadas bolivianas será un elemento de estabilidad tanto para el gobierno de Evo Morales. Ecuador presenta serias tensiones regionalistas, como hemos visto anteriormente, y las FF.AA. tienen un nivel de organización y autonomía que las constituye en una de las pocas, quizás, la única institución con presencia y despliegue nacional. No obstante, el masivo apoyo al Presidente Correa hace que las instituciones castrenses no tengan la posibilidad de una vuelta a la política como en los tiempos del Presidente Gutiérrez (del 15 de enero de 2003 al 20 de abril de 2005), con todo lo que esto significó en términos de tensiones y disputas internas.
c) Tensiones militares. Diferente es la situación en Colombia, Perú, y Venezuela ya que en cada caso existen tensiones internas en las instituciones militares que las anulan como factor político gravitante. En el caso de Colombia, el escándalo de derechos humanos provocado por el descubrimiento del ajusticiamiento de jóvenes inocentes para aumentar las cifras de rendimiento militar frente a la guerrilla el caso de los “falsos positivos” ha desatado una fuerte tensión interna producto de lo cual el comandante en jefe del Ejército ha sido llamado a retiro. En estas condiciones el prestigio de las FFAA y su gravitación política se ha reducido considerablemente. Algo similar ocurre en Perú con el reciente paso a retiro del comandante en jefe del Ejército. Con declaraciones ofensivas hacia Chile, el comandante en jefe del Ejército ha desairado al ministro de Defensa en el acto de pase a retiro lo que ha tensionado las relaciones entre el alto mando y el Ejecutivo. En todo caso, la débil popularidad del Presidente Alan García no se verá afectada por una incursión militar en política ya que las demandas de profesionalización vis à vis el desarrollo castrense de su vecino del sur son crecientes. Finalmente, en el caso de Venezuela, dado el papel de soporte del régimen que tienen las FF.AA. venezolanas, éstas han estado sometidas a fuertes tensiones internas las que han llegado a generar fraccionamientos internos. El uso de la información y las investigaciones al interior de las FFAA venezolanas producto de un supuesto intento de magnicidio en medio de la última campaña electoral solo aumentó las tensiones internas en unas FF.AA. sometidas a una gradual crisis económica y a un despliegue institucional al cual no están preparadas. Estas tensiones internas podrían generar intentos de cambio de gobierno pero no como fórmula para adquirir el poder con un proyecto castrense institucional propio. Las razones de fondo por las cuales las instituciones armadas de la región han adoptado estos cursos de acción es el propósito de las secciones que siguen.

Desde una perspectiva histórica se podría decir que desde mediados del siglo XVII, en el concierto europeo posterior a los Tratados de Westphalia, los modernos ejércitos occidentales fueron actores fundamentales tanto en la construcción de las nacionalidades, así como en la capacidad de proyectar el poder estatal dentro y fuera de las nuevas fronteras nacionales. Esta “capacidad de conquista” fue uno de los principales pilares en torno al cual se desarrolló el nacionalismo de las grandes potencias europeas en los tres siglos posteriores. Tal como lo señala Eric Hobsbawm, uno de los criterios que ha permitido clasificar a un pueblo como nación es “lamentablemente hay que decirlo, una probada capacidad de conquista. No hay nada como ser un pueblo imperial para hacerlo consciente de su existencia colectiva como tal”. Esta proyección de poder militar dentro y fuera de las fronteras nacionales fue crucial para la construcción de los imperios y el sometimiento de las colonias. La conceptualización y teorización del papel de los ejércitos en este largo período de proyección global de las principales potencias mundiales se cristalizó en el pensamiento geopolítico de fines del siglo XIX y comienzos del XX. Inspirados en las tesis del darwinismo social (Darwin, 1859) y fortalecidos por el organicismo sociológico (Spencer, 1962), Ratzel (1897) y Kjellén (1899) le dan forma a la geopolíticaque pronto sumará exponentes y cultores en los principales centros académicos: Mackinder en EE.UU., Haushofer en Alemania y Vidal de la Blache en Francia. Su postulado central era que los estados seguían el mismo ciclo vital de los organismos vivos y los ejércitos les permitían sobrevivir ampliando sus espacios vitales. De aquí el papel central de las FF.AA. en el desarrollo de los estados nacionales.
Sin recurrir aún a los fundamentos del pensamiento geopolítico, la legitimidad de los ejércitos latinoamericanos del período independentista se nutrió de una visión similar acerca de su aporte al naciente nacionalismo latinoamericano. Tal como lo indica Germán Carrera Damas, “el nacionalismo ha desempeñado en

América Latina un doble papel. Uno ha sido el de radicar la nación como criterio de legitimación de la estructura de poder interna de la sociedad, una vez desalojado el rey de esa posición, como consecuencia de la ruptura del nexo colonial y de la adopción de la forma constitucional republicana. El otro ha sido el de enlazar las nuevas demarcaciones político-administrativas, legitimando por igual el control dominante de las sociedades implantadas sobre las sociedades indígenas. Así, en nombre de la nación emancipada y republicana, ha sido posible asegurar la continuidad del proceso de implantación, iniciado y desarrollado en el ámbito del nexo colonial monárquico”. En este proceso las fuerzas armadas fueron actores centrales.

En este marco, la legitimidad de las FF.AA. en América del Sur se fundó en su aporte al proceso de creación de estas naciones. De acuerdo a Alain Rouquié, “las geonaciones latinoamericanas se constituyen en las guerras de la independencia. Las nuevas repúblicas poseen ejército pero no Estado. Los ejércitos de la independencia erigen a las naciones sobre las ruinas de las instituciones políticas coloniales”. Esta fuente originaria de la legitimidad de las FF.AA. le jugará una mala pasada a las democracias republicanas en desarrollo, convirtiéndose en muchos casos en sus principales obstáculos.
Tal como lo señalan Loveman y Davis, “la política de la anti-política” seguida por las fuerzas armadas en América Latina abogó por “el establecimiento de un régimen administrativo capaz de generar un sistema político orgánico y jerárquicamente estructurado Orden, obediencia, autoridad y estabilidad no solo coincidían nítidamente con el espíritu del entrenamiento militar, sino que también proporcionó la racionalidad de los gobiernos militares”. Este papel “geopolítico” de las FF.AA. fue fuente de una discutida legitimidad durante gran parte de la historia republicana. Lo militar, y las instituciones que lo organizaron posteriormente, jugaron un papel central tanto en la gesta de la Independencia, en la constitución y la continuidad del espacio territorial nacional consolidado en tempranas guerras vecinales, así como en la imposición del poder central sobre regionalismos y regiones lejanas. En este contexto y especialmente desde fines del siglo XIX las fuerzas armadas se vieron rodeadas de un aura que las distinguía del resto de las instituciones estatales, un prestigio asociado a su modernización y profesionalización confiadas a las misiones militares alemanas y francesas. Al ser la única institución cuyos miembros ponen en juego su vida en el cumplimiento de su deber profesional, generaron una serie de auto-definiciones que las ha caracterizado como una corporación estatal única, expresión intocable de la identidad nacional, sustentada en valores superiores y portadoras de una misión especial más allá de su rol en la defensa nacional. De esta forma, durante casi un siglo, se han planteado y desarrollado con una fisonomía propia, altamente endogámica, que las ha distanciado del resto del Estado y de la sociedad.
A esto habría que sumar la natural falta de transparencia y las características únicas e idiosincrásicas de los asuntos militares tal como habitualmente son manejados por sus instituciones y resultan percibidos por parte de la civilidad. En este contexto las FF.AA. se relacionaron con estados frágiles o fallidos de diversas formas. Una de ellas fue típica de aquellas situaciones nacionales en las cuales se daba un choque entre la modernidad y las relaciones y tradiciones pre-modernas, usualmente ocurriendo en situaciones de estados fallidos. Aquí, las instituciones armadas fueron fuerzas pretorianas al servicio de caudillos o señores de la guerra. Este fue el caso de de Haití antes de las operaciones de paz, la Nicaragua de Somoza y la República Dominicana de

Balaguer. Otra forma de funcionamiento institucional se dio en países en los cuales la fragilidad del Estado se vio contrabalanceada por la presencia de la única institución de carácter nacional con despliegue territorial total, desempeñando funciones estatales por defecto. Este es el caso de Cuba durante los inicios de la Revolución, del Ecuador durante las recurrentes crisis de los sesenta hasta los ochenta y, actualmente, de la Venezuela de Chávez.
Finalmente, una tercera forma de inserción ha sido la observada en situaciones en las que el Estado es incapaz de proyectar su dominio soberano en los diversos ámbitos de la vida nacional y las FF.AA. se constituyen en un contra-Estado disputando la autoridad de este. Tal fue el caso de Chile durante la comandancia en jefe de Pinochet en democracia (1990-1998) y del Uruguay de Sanguinetti (1985-1990). Sin embargo, este tipo de relaciones comienzan a estar ideológicamente cuestionadas. El pensamiento geopolítico que se inicia en las primeras décadas del siglo XX, estrechamente conectado a sus cultores europeos extendiéndose rápidamente al interior de los cuarteles, se ve fortalecido en los sesenta por el pensamiento geopolítico brasilero y su doctrina de seguridad nacional. En los setenta y ochenta, en el marco del conflicto ideológico-político nacional y de aislamiento internacional de las FF.AA., las dictaduras militares trataron de auto legitimarse y validar la proyección interna y externa de su poder militar en un nacionalismo basado en una versión propia de la doctrina de la seguridad nacional, consolidando estas auto imágenes con la ayuda del decimonónico pensamiento geopolítico.
Esta tradicional fuente de legitimación de las FF.AA. se desmoronó a consecuencia de la deteriorada imagen institucional que acompañó a la represión durante las dictaduras y de las políticas socio-económicas neoliberales introducidas a fines de los setenta. El recurso nacionalista, erosionado por la globalización de los mercados y la des-territorializaciónde la competencia económica, dio curso a nuevos derroteros de validación social que, desde fines de los ochenta, se encaminaron hacia un discurso diferente. En esta nueva fase de desarrollo de las instituciones armadas el fundamento de su legitimidad tiende a depender cada vez más de la aceptación social de sus funciones y la correspondiente discusión política sobre la asignación de los recursos fiscales para desarrollar consistentemente tales tareas. De esta forma, la legitimación de las fuerzas armadas en las últimas dos décadas ha estado simultáneamente centrada en estos dos mundos conceptuales. Por una parte, las FF.AA. se han auto concebido a partir de su visión idealizada como un actor constituyente de la nacionalidad y, por la otra, luchan por adquirir una identidad profesional moderna vinculada a los desafíos que la región enfrenta en la actualidad. Esta transición no deja de generar tensiones internas toda vez que las instituciones armadas son “instituciones totales”, un tipo especial de organización burocrática en que todas y cada una de las dimensiones de la vida indivi dual está subordinada y dependen de sus autoridades, configurando un microcosmos con claras líneas jerárquicas resistentes a la supremacía y control civil.
Estas fracturas no son inocuas para la defensa nacional. Así, la mayor o menor sintonía entre la sociedad, el estado y las FF.AA. se constituye en un elemento fundamental para poder evaluar uno de los componentes clave de su capacidad profesional en un contexto socio-cultural determinado. Desde esta perspectiva, se podría afirmar que en los últimos ochenta años las relaciones civiles-militares se han caracterizado por una gran distancia, existiendo limitados puentes disponibles para unos y otros para conocer e involucrarse debidamente en los respectivos ámbitos de acción. Por otra parte, las percepciones de las realidades del mundo de los otros se muestran aún más veladas en el caso de las fuerzas armadas dado su histórico encapsulamiento.

Producto de estos permanentes desencuentros e incomunicación entre civiles y militares vemos que en la actualidad las actitudes y opiniones de la civilidad frente a las FF.AA. se han construido a partir de percepciones de atributos, motivaciones y características de las instituciones armadas y de sus miembros que no necesariamente corresponden a la realidad pero que siguen inspirando políticas   públicas o reacciones sociales. Con todo, y dada la combinación de ilusión, seducción y fascinación que históricamente han ejercido las FF.AA. en el imaginario de la nación latinoamericana, estas se han transformado en “significativas” para la constitución de la identidad nacional de la ciudadanía. Así es como en la actualidad la legitimación de las FF.AA. en la nueva realidad nacional post-dictadura se encuentra en medio de un proceso de cambio en el que es posible encontrar, tanto al interior de las instituciones armadas, así como en la propia civilidad, imágenes y fundamentos conceptuales que corresponden tanto a una época ya ida, como a una por consolidarse.

El quiebre de la democracia en el Perú entre 1992 y 2000 producto del autogolpe militar del Presidente Fujimori fue el último de una serie de golpes de estado en la región iniciados en 1962 por los militares ecuatorianos y que fueron seguidos por los brasileros y, posteriormente, por un gran número de países de la región. El autogolpe en Perú fue el último intento de las fuerzas armadas de controlar la sociedad usando la fuerza y legitimando esas irrupciones con la ideología corporativa de la seguridad nacional.

Sin embargo, a partir del nuevo siglo el proceso de globalización ha obligado a los países latinoamericanos a proyectarse mundialmente y a sus fuerzas armadas a modificar su rol, desde la defensa de fronteras hacia el manejo de crisis y la multidimensionalidad de las amenazas. Tal como lo han afirmado importantes líderes militares refiriéndose a la situación internacional general,

“ninguna nación estado será capaz de enfrentar la suma de los actuales riesgos y peligros por su propia cuenta”. Todo lo cual ha llevado a disminuir la rele vancia de las hipótesis de guerra fronteriza para priorizar la capacidad de despliegue regional y/o global. Aun cuando en la actualidad han existido problemas fronterizos como el de Colombia y Ecuador, este se debió más que a rivalidades militares a un problema de política interna en ambos países afectados por la narcoguerrilla. Una segunda dimensión asociada al nuevo rol de las FFAA ha sido el proceso de democratización y la importancia que han adoptado los compromisos regionales de protección de la democracia en la región. Así, la Carta Democrática Interamericana aprobada en la primera sesión plenaria celebrada el 11 de septiembre de 2001 estipula en su Artículo 19: “Basado en los principios de la Carta de la OEA y con sujeción a sus normas, y en concordancia con la cláusula democrática contenida en la Declaración de la ciudad de Québec, la ruptura del orden democrático o una alteración del orden constitucional que afecte gravemente el orden democrático en un Estado Miembro constituye, mientras persista, un obstáculo insuperable para la participación de su gobierno en las sesiones de la Asamblea General, de la Reunión de Consulta, de los Consejos de la Organización y de las conferencias especializadas, de las comisiones, grupos de trabajo y demás órganos de la Organización”. Esta Carta también permite a un Estado miembro solicitar asistencia para el fortalecimiento y preservación de la institucionalidad democrática.

Este nuevo rol de la organización regional se ha proyectado a las nuevas instancias, como UNASUR, la que ya ha comenzado a trabajar en la resolución del conflicto en Bolivia e investigado las violaciones a los derechos humanos en el marco de la confrontación durante el referéndum revocatorio del Presidente Morales. Un papel de primera importancia han jugado las organizaciones no-gubernamentales internacionales en asociación con sus contrapartes locales- generando presión pública a nivel mundial evitando más violaciones a los derechos humanos y posibilitando el enjuiciamiento de los culpables. La constitución del Tribunal Penal Internacional y la nueva postura de los jueces a nivel mundial hacen que las presiones externas por la continuidad del orden democrático local sean crecientemente claves.
Una tercera dimensión explicativa tiene relación con las nuevas realidades internacionales asociadas a la globalización. Aquí las FF.AA. dejan de estar centradas en la geografía para focalizar su atención en los interesas nacionales, los que van más allá de las fronteras nacionales y que en muchos casos se proyectan globalmente como en el caso de Brasil, Argentina o Chile. Esto conlleva a importantes modificaciones en la forma de enfrentar la temática política nacional alejándose de la coyuntura y poniéndose por sobre los intereses fraccionales con una mirada de país. Las instituciones armadas tienden a evitar el control civil. En las últimas décadas múltiples estudios han tratado de establecer las razones de este fenómeno y la dificultad de lograr supremacía civil sobre estas instituciones. Con todo, queda en claro que la posibilidad y el tipo de integración funcional de las FF.AA. al Estado y a la sociedad democrática dependen del control político civil. Enfatizamos lo político ya que no es cualquier tipo de control el que lleva a una nueva organicidad del

Estado superando las resistencias militares. Aún en los casos de gobiernos militares se puede apreciar una capacidad de control político diferencial como en el caso del Perú donde el general Velasco Alvarado no pudo someter a las instituciones armadas a su mando y si lo hizo el general Morales Bermúdez.
En democracia, los casos de Argentina durante la presidencia de Néstor Kirchner y de Chile bajo el Presidente Lagos son altamente expresivos de esta capacidad. En Argentina, al comienzo de su mandato el Presidente Kirchner forzó la renuncia de casi la mitad  del alto mando castrense nombrando oficiales más leales a la democracia lo que le ha permitido controlar fuertemente las instituciones incluyendo gestos simbólicos como el retiro de los retratos de los comandantes golpistas de todos los cuarteles. Distinto al caso argentino, el Presidente Lagos sin ninguna reforma legal o constitucional sometió a control político a las FF-AA a través de la imposición del mando personal del Presidente sobre estas instituciones. Solamente en 2005, gracias a este mando político, se pudo restablecer la autoridad formal del Presidente de la República sobre las instituciones armadas. Considerando el desplazamiento de la atención castrense desde las hipótesis bélicas fronterizas a una dimensión más global de crisis, las FF.AA. latinoamericanas están enfrentadas a dos tipos de inserción internacional. Por un parte, está la oferta multilateral ofrecida por las Naciones Unidas y la Unión Europea. La otra es una inserción internacional subordinada a los intereses de los EE.UU. y sus políticas de seguridad hemisféricas.
En este último caso, el Comando Sur de los EE.UU. (USSOUTHCOM) exhibe un enfoque altamente contradictorio con la posibilidad de una secuencia democratizadora de las relaciones militares con el estado y la sociedad latinoamericana. Así, en materia de seguridad hemisférica, abogando por una colaboración entre “socios” regionales pero, al mismo tiempo, identificando ideológica y unilateralmente los temas de seguridad cruciales desde un punto de vista exclusivamente estadounidense, las principales “amenazas a la seguridad hemisférica” son el “crimen organizado, las bandas criminales, el tráfico ilegal de drogas, como ejemplos principales”, afirmando que “el alarmante crecimiento de la actividad criminal en la región, las bandas y la violencia criminal son una prioridad de seguridad”.
Sin embargo, en la actualidad la región exhibe una rica red de relaciones internacionales incluyendo vínculos políticos, económicos y militares con contrapartes tan diversas como la Unión Europea, la OTAN, Japón, Rusia, China e Irán, lo que abre nuevas opciones en la postura internacional de las contrapartes latinoamericanas. Destacando este problema, importantes think tanksen Washington han insistido que la primera tarea de la nueva administración en los EE.UU. será demostrar respeto por las normas e instituciones internacionales, lo que en América Latina debería expresarse en un fortalecimiento de los mecanismos de consulta y de las organizaciones multilaterales, como la Organización de Estados Americanos (OEA), recientemente bajo crítica por parte de la prensa.
Junto a estas opciones está la oferta de las Operaciones de Paz (OPAZ) de las Naciones Unidas, que permite a las FF.AA. latinoamericanas una forma contemporánea de profesionalización y modernización. “Las OPAZ han crecido exponencialmente desde 1999. Actualmente hay un mayor número y más robustas OPAZ en curso. Simultáneamente estas operaciones tienen metas más ambiciosas en el campo militar, policial y político que antes. Este incremento rápido de las OPAZ involucra cada vez más personal militar activo en despliegues internacionales que el de cualquier país del mundo con la excepción de los EE.UU.” Estos escenarios definen diferentes opciones para la profesionalización y modernización de sus cuerpos militares, permitiendo en el caso de la opción multilateral la mayor posibilidad de un control político y un liderazgo democrático sustantivo sobre estas instituciones.
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